CADUCIDAD DE LA ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / TÉRMINO DE CADUCIDAD DE LA ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / CONTEO DE LOS TÉRMINOS DE CADUCIDAD DE LA ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / CÓMPUTO DEL TÉRMINO DE CADUCIDAD DE LA ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / MUERTE DEL EMPLEADO DEL DAS / MUERTE DE LA PERSONA / LEVANTAMIENTO DE CADÁVER / CONOCIMIENTO DEL HECHO DAÑOSO / INOPERANCIA DE LA CADUCIDAD DE LA ACCIÓN / INEXISTENCIA DE LA CADUCIDAD DE LA ACCIÓN / IMPROCEDENCIA DE LA CADUCIDAD DE LA ACCIÓN
La parte actora en el recurso de apelación sostuvo, que si bien de conformidad con el Registro de Civil Defunción la muerte del detective del DAS, se produjo el 9 de marzo de 1992, sin explicar la hora, ésta debe considerarse como fecha tentativa de su deceso, puesto que el 13 de marzo se realizó el levantamiento del cadáver. En consecuencia, el término para el ejercicio de la acción comenzó a correr desde el 13 de marzo de 1.992, fecha en la cual se obtuvo el conocimiento pleno sobre la ocurrencia del fallecimiento. Revisada la prueba documental, en el Registro Civil de Defunción (…) se consignó como fecha del deceso del señor (…) el 9 de marzo de 1992, con ocasión de una laceración encefálica. En seguida, aparece la anotado el acta de levantamiento No. 337 del 13 de marzo de 1992 expedida por el Juzgado Trece de Instrucción Criminal. En relación con las circunstancias especiales del fallecimiento, el D.A.S. expidió el Acta de Accidente No. 032 del 8 de abril de 1992 (…). A la actuación no se incorporó el acta de levantamiento de cadáver llevada a cabo por el juzgado de instrucción, por lo tanto no hay certeza sobre la fecha exacta de la diligencia, lo único que aparece de dicho acto es la fecha inscrita en el registro civil de defunción (13 marzo 1992), lo cual permite presumir que para entonces se practicó la diligencia. Ahora bien, el 10 de marzo de 1994 se ejerció la acción contenciosa, mediante la cual los demandantes solicitaron declarar patrimonialmente responsable a la entidad demandada por la muerte (…), en circunstancias desconocidas. La demanda fue presentada bajo la vigencia del Decreto 2304 de 1989 artículo 23 que a su vez modificó el artículo 136 del C.C.A., esta norma, en su parte pertinente previó que la acción de reparación directa caducaría al vencimiento del plazo de dos años, contados a partir del acaecimiento del hecho, omisión u operación administrativa o de ocurrida la ocupación temporal o permanente del inmueble por causa de trabajos públicos. Bajo las condiciones señaladas, la fuente del perjuicio deviene de los hechos y circunstancias que provocaron el fallecimiento del señor (…) y frente a esta situación, solo hasta el 10 de marzo siguiente un tercero informó a las autoridades el hallazgo del cadáver. Con todo el Juzgado Trece de Instrucción Criminal practicó el levantamiento del cadáver el 13 de marzo siguiente, por lo tanto, a partir de entonces los demandantes estaban en condiciones de conocer formalmente que la víctima había fallecido y no antes. En este orden de ideas, se observa que la demanda fue presentada en la oportunidad legal respectiva y por lo tanto, fue equivocada la apreciación del Tribunal al declarar probada la excepción de caducidad de la acción, en especial porque la demanda fue presentada el 10 de marzo de 1994, esto es dentro de los dos años siguientes a la ocurrencia del hecho, si se toma como referencia la diligencia de levantamiento, pues, a partir de entonces los afectados con el deceso de la víctima estaban en condiciones de conocer que había sido ultimado con un arma de fuego (…).
FUENTE FORMAL: DECRETO 2304 DE 1989 - ARTÍCULO 23 / CÓDIGO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO - ARTÍCULO 136 
ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / MUERTE DEL EMPLEADO DEL DAS / MUERTE DE LA PERSONA / MUERTE DE AGENTE DEL ESTADO / ELECCIONES / ORGANIZACIÓN DE LAS ELECCIONES / ZONA DE CONFLICTO ARMADO / ZONA MÁS AFECTADA POR EL CONFLICTO ARMADO / VÍCTIMA DEL CONFLICTO ARMADO / DAÑO CAUSADO EN EL MARCO DE UN CONFLICTO ARMADO INTERNO / CONFLICTO ARMADO / CONFLICTO ARMADO EN COLOMBIA / CONFLICTO ARMADO INTERNO / ACTIVIDAD GUERRILLERA / ATAQUE GUERRILLERO / ATAQUE POR GRUPO AL MARGEN DE LA LEY / FALLA DEL SERVICIO DE SEGURIDAD / FALLA DEL SERVICIO DE PROTECCIÓN / AMENAZA A LA SEGURIDAD PERSONAL / DEBER DE PROTECCIÓN DEL ESTADO / OMISIÓN DEL DEBER DE PROTECCIÓN DEL ESTADO / FALTA DE PRUEBA / CARGA DE LA PRUEBA / CARGA DE LA PRUEBA POR EL ACCIONANTE / INCUMPLIMIENTO DE LA CARGA DE LA PRUEBA / NEGACIÓN DE LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA / NEGACIÓN DE LA ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA
La parte actora afirmó que el fallecimiento del señor (…) [agente del D.A.S.], fue ocasionado por miembros de la subversión, pues, cuando transitaba a la altura de la carretera que conduce de San Calixto a Ocaña en el sitio denominado Las Damas (La Quina) en un bus de servicio público, fue obligado a descender del vehículo y posteriormente fue hallado muerto en la zona rural. Alegó que el Departamento Administrativo de Seguridad “DAS “, obligó a (…) [la víctima], a desplazarse al sito, enviándolo a una zona roja sin adoptar las mínimas precauciones para garantizar su vida. El escaso material probatorio incorporado a la actuación, no logró demostrar que el fallecimiento de la víctima fuera imputable a la entidad demandada. En ese sentido, lo afirmado por la demandante no se ajusta a la realidad procesal, puesto que ni siquiera se acreditó que la víctima fue detenido por miembros de la subversión y obligado a descender del vehículo de servicio público. Si bien, la demandante insistió que el señor (…) fue obligado a cubrir las elecciones del 8 de marzo de 1992 en San Calixto – Norte de Santander, y que el D.A.S. no adoptó las medidas de seguridad necesarias para garantizar la seguridad personal del occiso, lo cierto es que se desconoce completamente que el hecho fue perpetrado por integrantes de la guerrilla, y que fue obligado a descender del vehículo y ultimado posteriormente. En estas condiciones no puede arribarse a lo conclusión contraria, esto es, que fue asesinado por el solo hecho de pertenecer al organismo de seguridad y que la entidad demandada no adoptó las medidas necesarias para garantizar su vida. Además, los antecedentes laborales del occiso incorporados a la actuación, solamente lograron, acreditar que para el 8 de marzo de 1992, estando en ejercicio de sus funciones, se trasladó al municipio de San Calixto de Norte de Santander para cubrir los comisos electorales. (…) De otro lado, tampoco existe ningún elemento de juicio que permita afirmar que fue obligado a descender del bus de servicio público en el cual viajaba y si en efecto transitaba de regreso a Cúcuta. En cuanto a las circunstancias específicas de su retención solo se tiene la afirmación del demandante, puesto no hay testimonios que corroboren lo dicho. En efecto, ni siquiera se incorporaron las diligencias preliminares de carácter penal con ocasión del fallecimiento de la víctima en circunstancias extrañas y completamente desconocidas. No hay una sola declaración que permita inferir que el hecho fue llevado a cabo bajo las circunstancias alegadas por la parte demandante. De sostener lo contrario, sería una ligereza del juzgador concluir que el daño resulta imputable a la entidad demandada, puesto que no garantizó la seguridad de la víctima. La falta de elementos probatorios conduce a negar las súplicas de la demanda, en vista que no existe certeza sobre la falla en la prestación del servicio y en ese sentido el daño antijurídico en modo alguno resulta imputable a la entidad pública. Las razones anteriores son suficientes para revocar la sentencia y en su lugar negar las súplicas de la demanda.

CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA

Consejero ponente: JESÚS MARÍA CARRILLO BALLESTEROS

Bogotá D.C., veintiséis (26) de septiembre de dos mil dos (2002)

Radicación número: 68001-23-15-000-1994-08343-01(13616)

Actor: FLOR ALBA LESMES PARRA

Demandado: DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE SEGURIDAD

Referencia: ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA (APELACIÓN SENTENCIA)


Resuelve la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte actora en contra de la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Norte de Santander el 17 de marzo de 1997, mediante la cual se declaró probada la excepción de caducidad de la acción. 

ANTECEDENTES PROCESALES

 

El 10 de Marzo de 1994 FLOR ALBA LESMES PARRA y otros, mediante apoderado judicial, en ejercicio de la acción de reparación directa solicitaron declarar patrimonialmente responsable a la Nación, Departamento Administrativo de Seguridad D.A.S. de la muerte del señor FREDY ZAMORA SÁNCHEZ, ocurrida el 9 de marzo de 1992, ocurrida a la altura de la carretera que conduce de San Calixto a Ocaña en el sitio denominado Las Damas (La Quina)  cuando el agente se desplazaba en un bus de servicio público.

 

Como consecuencia de la declaración anterior pidieron condenar a la entidad demandada a pagar perjuicios morales y materiales, estos últimos en la modalidad de lucro cesante. Igualmente solicitó reconocer los “perjuicios fisiológicos” a que hubiese lugar.

  

Como causa petendi de la acción señaló :

1. “El señor FREDDY ZAMORA SÁNCHEZ, ingresó y aprobó el curso para Detectives Rurales en AGUAZUL según la Resolución # 23-19 de 1975, en el DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE SEGURIDAD D.A.S.

2. El señor FREDY ZAMORA SÁNCHEZ, laboró de manera continúa e ininterrumpida por espacio de 16 años, cuatro meses y 18 días y su retiro se produjo por defunción a partir del 1º de marzo de 1992, según la Resolución # 0687 del 25 de marzo de 1992.

3. El señor FREDDY ZAMORA SÁNCHEZ, se encontraba a cargo de la SECCIONAL NORTE DE SANTANDER.

4. Para el momento de la muerte el señor FREDDY ZAMORA SÁNCHEZ, cubría el evento electoral en San Calixto – Norte de Santander – el 8 (ocho) de marzo de 1992.

5. La muerte se produjo en la carretera que conduce de San Calixto a Ocaña en el sitio las DAMAS (La Quina) cuando el agente se desplazaba en un bus de servicio público.

6. Es un hecho notorio y público que la Región de San Calixto y más precisamente el sitio donde sucedió el desgraciado hecho es una zona roja, donde operan fuerzas en conflicto.

7. La orden para cubrir el evento electoral se la dio el DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE SEGURIDAD – D.A.S. – al Agente señor CARLOS SÁNCHEZ ( a quien apodan alambrito) quien se negó a cubrirla. Por tal circunstancia, el DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE SEGURIDAD DAS – obligó a FREDY ZAMORA SÁNCHEZ, a desplazarse al sito, enviándolo a una zona roja sin precauciones de ninguna índole.

8. El AGENTE FREDY ZAMORA SÁNCHEZ, cumplió a cabalidad la orden pero desafortunadamente por culpa exclusiva del DEPARTAMENTO DE SEGURIDAD -DAS – al regreso perdió su vida, pues, el Ente lo envió sin tomar precauciones, medidas o protección de alguna naturaleza.

9. EL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE SEGURIDAD D.A.S. a sabiendas de que se trataba de una zona roja de alto riesgo obligó al Agente a trasladarse enviándolo a un vehículo de servicio público y sin protección de ninguna naturaleza.

10. EL JUZGADO TERCERO (SIC)  DE INSTRUCCIÓN CRIMINAL hizo el levantamiento del cadáver.

11. Al momento de la muerte el señor FREDDY ZAMORA SÁNCHEZ, devengaba un sueldo mensual  de $ 143.500 y $ 5.350,oo por concepto de prima de alimentación y $ 5.455,oo por concepto de prima de antigüedad.

12. La señora FLOR ALBA LESMES PARRA en su condición de esposa y los menores NURY DURLEY, FREDDY ALEXANDER y LADY BIBIANA ZAMORA LESMES, dependían económicamente de su señor padre...” 

CONSIDERACIONES DEL TRIBUNAL

 

El Tribunal para adoptar la decisión impugnada reflexionó en estos términos:

“Para la Sala es procedente declarar de oficio la excepción de caducidad de la acción a la cual hace mención el Señor Procurador 23 en lo Judicial  para Asuntos Administrativos en su concepto de fondo, puesto que, revisada la fecha del deceso del ex agente del DAS señor Freddy Zamora Sánchez, a folios 7: días dela demanda a folios 6 vuelto: 10 de marzo de 1994, aparece que efectivamente la acción de reparación directa instaurada se inició fuera del término de 2 años establecido en el artículo 136  del .C.A., según el cual en su inciso 4º, la acción de reparación directa caducará al vencimiento del plazo de 2 años, contados a partir del acaecimiento del hecho, omisión u operación administrativa o de ocurrida la ocupación temporal o permanente del inmueble de propiedad ajena por causa de trabajos públicos.

En el evento sub judice, como el hecho constitutivo de la reparación directa solicitada es la muerte del ex agente del DAS acaecida como ya se anotó, el 9 de marzo de 1992 según registro de defunción a folios 7 del expediente, es claro que el término de los dos años contados a partir de este, caducaban el día 9 de marzo de 1994.”  

FUNDAMENTOS DEL RECURSO

 

La parte actora inconforme con la decisión del Tribunal interpuso recurso de apelación en estos términos:

“La motivación de la providencia para declarar la caducidad de la acción se fundamenta en el Registro de Defunción No. 1311608 sentado el 16 de marzo de 1.992 ante el señor Notario 13 del Círculo de Santafé de Bogotá, D.C., donde se consigna  que la fecha y hora de la defunción de FREDDY ZAMORA SÁNCHEZ, sucedió el 9 de marzo de 1.992 y cuyo deceso se produjo  por laceración encefálica. Obsérvese, que en dicho registro se omite la hora del deceso.

Dentro del mismo recuadro titulado “datos de la defunción”, en el capítulo “presunción de muerte”, se lee : “Juzgado Trece  Inscriminal. Acta. Lev. No. 337 “Fecha sentencia : “13 de marzo de 1.992”.

Honorable Magistrado : Como Ud. Podrá observar, la diligencia de levantamiento del cadáver practicada por el Juzgado 13 de Instrucción Criminal con sede en Cúcuta, Norte de Santander, de quien en vida se llamó FREDDY ZAMORA SÁNCHEZ, tan sólo se produjo el 13 de marzo de 1.992, fecha en la cual las autoridades y familiares tuvieron conocimiento de la muerte del ex agente del DAS. Todo por cuanto antes de esa fecha, únicamente se tenía la información que el funcionario del DAS, había sido obligado a descender del bus de servicio público que cubría la ruta entre San Calixto y Ocaña y retenido por un grupo subversivo que opera en esa región, hallándose posteriormente  su cadáver el día 13 de marzo de 1.992, fecha en la cual se realizó el levantamiento del cadáver, conforme lo expresa el acta de defunción.

Luego entonces, a pesar de manifestarse en el Registro de Defunción que la muerte del detective del DAS, se produjo  el 9 de marzo de .992, sin explicar la hora, ésta debe considerarse como fecha tentativa de su deceso, quedando un vació entre el 9  y el 13 de marzo, fecha  última en la cual se realizó el levantamiento del cadáver, conforme lo expresa el Acta de Defunción.

En consideración a lo anterior, y para efectos de determinar el término de caducidad de la acción de reparación directa, deberá estimarse con sano criterio y lógica jurídica, que la fecha a tenerse en cuenta es la del 13 de marzo de 1.992, fecha en la cual se obtuvo el conocimiento pleno sobre la ocurrencia de este hecho.

Desvirtuados así los fundamentos de la sentencia impugnada, pido a su señoría se digne pronunciarse de fondo sobre las pretensiones de la demanda, no sin antes recalcar que efectivamente el Departamento Administrativo de Seguridad DAS, Seccional Norte de Santander, incurrió irresponsablemente al enviar a una zona de alto riesgo al ex agente FREDY ZAMORA SÁNCHEZ, sin haber realizado un plan de estrategia que hubiese evitado comprometer la vida del funcionario, quien cumplió la orden impartida y se vió abocado a abordar un bus de servicio público con las consecuencias conocidas.”      

CONSIDERACIONES DE LA SALA

 

La Sala revocará la decisión del Tribunal por las razones que a continuación se exponen : 

 

En cuanto a la legitimación por activa, la Sala no tiene ningún reparo, pues, los demandantes demostraron la calidad con la cual concurrieron al proceso, con los documentos visibles a folios 8 a 11, se acreditó que la víctima era el padre de los menores NURY DURLEY, FREDY ALEXANDER y LADY VIVIANA ZAMORA LESMES. Igualmente, aparece demostrada la calidad de cónyuge de la señora FLOR ALBA LESMES PARRA. En estas condiciones, no hay duda en relación con la capacidad procesal y sustancia para ejercer la acción contenciosa.

 

LA CADUCIDAD DE LA ACCIÓN

 

La parte actora en el recurso de apelación sostuvo, que si bien de conformidad con el Registro de Civil Defunción la muerte del detective del DAS, se produjo  el 9 de marzo de .992, sin explicar la hora, ésta debe considerarse como fecha tentativa de su deceso, puesto que el 13 de marzo se realizó el levantamiento del cadáver. En consecuencia, el término para el ejercicio de la acción comenzó a correr desde el 13 de marzo de 1.992, fecha en la cual se obtuvo el conocimiento pleno sobre la ocurrencia del fallecimiento.

 

Revisada la prueba documental, en el Registro Civil de Defunción (fl. 7 c.ppal) se consignó como fecha del deceso del señor FREDDY ZAMORA SÁNCHEZ el 9 de marzo de 1992, con ocasión de una laceración encefálica. En seguida, aparece la anotado el acta de levantamiento No. 337 del 13 de marzo de 1992 expedida por el Juzgado Trece de Instrucción Criminal.

 

En relación con las circunstancias especiales del fallecimiento, el D.A.S. expidió el Acta de Accidente No. 032 del 8 de abril de 1992, en la cual se consignó la siguiente :

“Fecha del accidente 9 de marzo de 1992     Hora: Sin establecer.

Sitio de ocurrencia del accidente : Carretera destapada que conduce del Municipio de San Calixto  a la ciudad de Ocaña N.S. – concretamente en el sitio Las Damas (La Quina)

Se encontraba en actos de servicio “ SI “

Que actividad u oficio estaba ejecutando en el momento del accidente: Cubría el evento electoral en San Calixto N.S., el 9 de Marzo / 92 .

Como ocurrió el accidente? (relación clara, detallada y exacta).  Se desconoce. Según versiones cuando viajaba Sn (sic) Calixto a Ocaña apareció muerto en zona rural y hallado el martes 10 de marzo, según manifestación de JUAN DE DIOS RIOS CALDERON quien dio aviso a la autoridad.

....

Describa brevemente el trauma recibido en la parte afectada. Una herida con orificio de entrada parte derecha de la oreja. Una al lado de la misma oreja y otra con orificio de entrada parte derecha del torax debajo de la tetilla.”

 

A la actuación no se incorporó el acta de levantamiento de cadáver llevada a cabo por el juzgado de instrucción, por lo tanto no hay certeza sobre la fecha exacta de la diligencia, lo único que aparece de dicho acto es la fecha inscrita en el registro civil de defunción (13 marzo 1992),  lo cual permite presumir que para entonces se practicó la diligencia.

 

Ahora bien, el 10 de marzo de 1994 se ejerció la acción contenciosa, mediante la cual los demandantes solicitaron declarar patrimonialmente responsable a la entidad demandada por la muerte de FREDDY ZAMORA SÁNCHEZ, en circunstancias desconocidas.  

 

La demanda fue presentada bajo la vigencia del Decreto 2304 de 1989 artículo 23 que a su vez modificó el artículo 136 del C.C.A., esta norma, en su parte pertinente previó que la acción de reparación directa caducaría al vencimiento del plazo de dos años, contados a partir del acaecimiento del hecho, omisión u operación administrativa o de ocurrida la ocupación temporal o permanente del inmueble por causa de trabajos públicos.

 

Bajo las condiciones señaladas, la fuente del perjuicio deviene de los hechos y circunstancias que provocaron el fallecimiento  del señor FREDDY ZAMORA SÁNCHEZ y frente a esta situación, solo hasta el 10 de marzo siguiente un tercero informó a las autoridades el hallazgo del cadáver. Con todo el Juzgado Trece de Instrucción Criminal practicó el levantamiento del cadáver el 13 de marzo siguiente, por lo tanto, a partir de entonces los demandantes estaban en condiciones de conocer formalmente que la víctima había fallecido y no antes.

 

En este orden de ideas, se observa que la demanda fue presentada en la oportunidad legal respectiva y por lo tanto, fue equivocada la apreciación del Tribunal al declarar probada la excepción de caducidad de la acción, en especial porque la demanda fue presentada el 10 de marzo de 1994, esto es dentro de los dos años siguientes a la ocurrencia del hecho, si se toma como referencia la diligencia de levantamiento, pues, a partir de entonces los afectados con el deceso de la víctima estaban en condiciones de conocer que había sido ultimado con un arma de fuego.

 

Superado el tema de la caducidad de la acción, se procederá hacer un análisis sobre las circunstancias que rodearon el deceso del señor FREDDY ZAMORA SANCHEZ

 

RESPONSABILIDAD DE LA ADMINISTRACIÓN

 

La parte actora afirmó que el fallecimiento del señor FREDY ZAMORA SÁNCHEZ, fue ocasionado por miembros de la subversión, pues, cuando transitaba a la altura de la carretera que conduce de San Calixto a Ocaña en el sitio denominado Las Damas (La Quina)  en un bus de servicio público, fue obligado a descender del vehículo y posteriormente fue hallado muerto en la zona rural.

 

Alegó que el Departamento Administrativo de Seguridad “DAS “, obligó a FREDY ZAMORA SÁNCHEZ, a desplazarse al sito, enviándolo a una zona roja sin adoptar las mínimas precauciones para garantizar su vida.

 

El escaso material probatorio incorporado a la actuación, no logró demostrar que el fallecimiento de la víctima fuera imputable a la entidad demandada. En ese sentido, lo afirmado por la demandante no se ajusta a la realidad procesal, puesto que ni siquiera se acreditó que la víctima fue detenido por miembros de la subversión y obligado a descender del vehículo de servicio público.  

 

Si bien, la demandante insistió que el señor FREDDY ZAMORA SÁNCHEZ fue obligado a cubrir las elecciones del 8 de marzo de 1992 en San Calixto – Norte de Santander, y que  el D.A.S. no adoptó las medidas de seguridad necesarias para garantizar la seguridad personal del occiso, lo cierto es que se desconoce completamente que el hecho fue perpetrado por integrantes de la guerrilla, y que fue obligado a descender del vehículo y ultimado posteriormente. En estas condiciones no puede arribarse a lo conclusión contraria, esto es, que fue asesinado por el solo hecho de pertenecer al organismo de seguridad y que la entidad demandada no adoptó las medidas necesarias para garantizar su vida. 

 

Además, los antecedentes laborales del occiso incorporados a la actuación, solamente lograron, acreditar que para el 8 de marzo de 1992, estando en ejercicio de sus funciones, se traslado al municipio de San Calixto de Norte de Santander para cubrir los comisos electorales. 

 

Sobre el particular, se llama la atención que el informe elaborado por el D.A.S. no hizo ninguna claridad sobre este hecho, ni se especificaron cuales fueron las funciones asignada para dicha fecha.  En consecuencia lo único cierto sería que como miembro del organismo de seguridad se encontraba para el día de elecciones en el Municipio de San Calixto.

 

De otro lado, tampoco existe ningún elemento de juicio que permita afirmar que fue obligado a descender del bus de servicio público en el cual viajaba y si en efecto transitaba de regreso a Cúcuta. En cuanto a las circunstancias específicas de su retención solo se tiene la afirmación del demandante, puesto no hay testimonios que corroboren lo dicho.

 

En efecto, ni siquiera se incorporaron las diligencias preliminares de carácter penal con ocasión del fallecimiento de la victima en circunstancias extrañas y completamente desconocidas. No hay una sola declaración que permita inferir que el hecho fue llevado a cabo bajo las circunstancias alegadas por la parte demandante.

  

De sostener lo contrario, sería una ligereza del juzgador concluir que el daño resulta imputable a la entidad demandada, puesto que no garantizó la seguridad de la víctima. 

 

La falta de elementos probatorios conducen a negar las súplicas de la demanda, en vista que no existe certeza sobre la falla en la prestación del servicio y en ese sentido el daño antijurídico en modo alguno resulta imputable a la entidad pública. 

 

Las razones anteriores son suficientes para revocar la sentencia y en su lugar negar las súplicas de la demanda.

 

En mérito de lo expuesto, EL CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN TERCERA, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley,

F A L L A

 

REVOCASE la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Norte de Santander el 17 de marzo de 1997,  mediante la cual se declaró probada la excepción de caducidad de la acción y en su lugar NIEGANSE las súplicas de la demanda. 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
RICARDO HOYOS DUQUE
       JESÚS MARIA CARRILLO BALLESTEROS 

Presidente de la Sala

GERMAN RODRÍGUEZ VILLAMIZAR
MARIA ELENA GIRALDO GOMEZ

ALIER E. HERNÁNDEZ ENRIQUEZ

